


Institución coordinadora

Con la colaboración de



3

ELABORACIÓN

Valeria Recalde Vela

REVISIÓN

Esteban Daza, José Carvajal,

Melisa Ramos, Tamara Artacker,

Fernando Rosero; David Singaña

DISEÑO Y DIAGRAMACIÓN

Katherine Herrera Arcentales

INSTITUCIÓN COORDINADORA

Instituto de Estudios Ecuatorianos

“Esta publicación, es de distribución gratuita”

Observatorio del Cambio Rural

info-ocaru@ocaru.org.ec

@Ocaruec

www.ocaru.org.ec

Quito - Ecuador

2021

Instituto de Estudios Ecuatorianos

Calle San Ignacio 134 y Av. 6 de diciembre

oficina 2, Quito - Ecuador

Telefax: (+593) 2 290 40 98

Email: iee@iee.org.ec

Página Web: www.iee.org.ec



4

Introducción 
Se estima que, en el Ecuador, la Agricultu-
ra Familiar1 (AF) produce el 60% de los ali-
mentos (Laforge y Salas, 2016) y que cerca 
del 90% de los alimentos frescos del país 
provienen de la AF (Daza, et al., 2020). A pe-
sar de su aporte e importancia productiva, 
económica y social, la AF es un sector que 
se encuentra en permanente crisis. Primero 
por la falta de acceso a recursos productivos, 
la falta de inversión estatal y, sobre todo; por 
la estrategia vigente de desestructuración 
de las lógicas de producción y reproduc-
ción de agriculturas familiares campesinas 
comunitarias2 por parte del modelo conser-

1 En este documento entendemos la Agricultura Familiar 
como campesina, comunitaria, diversa y plurinacional; se 
utiliza “AF” como abreviación para denotar esta realidad 
integral y compleja 
2 Organizaciones de la sociedad civil, como la ECUARUNA-
RI, han presionado por enfatizar el carácter comunitario 
de la AFC para integrar a las Organizaciones Territoriales 
de Base de pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos 
afroecuatoriano y montubio

AGRICULTURA FAMILIAR 
CAMPESINA COMUNITARIA 

EN ECUADOR
S ITUACIÓN,  DESAF ÍOS Y  OPORTUNIDADES

vador de modernización del agro, que bus-
ca su subordinación y homogeneización. No 
obstante, la AF ha llegado a ocupar un lugar 
reivindicativo y político dado su potencial 
transformador que nos exige repensar el 
sistema agroalimentario para garantizar la 
continuidad del proceso primordial para la 
vida que es la producción de alimentos. 

Desde hace algunos años, se han abierto 
nuevas puertas para posicionar la AF en el 
centro del debate agroalimentario. Las Na-
ciones Unidas (NN.UU.) declaró el 2014 como 

“año internacional de la Agricultura Familiar 
(AIAF)”, reconociendo la falta de condicio-
nes políticas e institucionales a su favor, 
pese al rol fundamental que juega para la 
seguridad alimentaria, la generación de 
empleo agrícola, la mitigación de la pobreza, 
la conservación de la biodiversidad y tradi-
ciones culturales, entre otras varias contri-
buciones (FAO, 2014). En diciembre de 2017, 
la Asamblea General las NN. UU. proclamó el 
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arrancar el Decenio de la Agricultura Fami-
liar, clasificando información cualitativa y 
cuantitativa en torno a los siete pilares del 
Decenio y trazando una línea de análisis 
frente a los resultados que estos proponen 
alcanzar. Además de los datos del Informe 
País esta cartilla complementa el debate 
con entrevistas a profundidad e información 
secundaria para ofrecer una mirada de la si-
tuación actual de la AF en el Ecuador, opor-
tunidades y desafíos. 

¿Quiénes son lxs actorxs de la 
Agricultura Familiar en el Ecuador?
El Ministerio de Agricultura (MAG) propo-
ne una definición de la AF muy limitada3; ya 
que contempla únicamente el valor de la 
producción anual (menor a $10 mil/año), el 
tipo de mano de obra (50% no remunera-
da) y que los productores deben residir en 

3 Cabe mencionar que la Ley de Tierras Rurales y Terri-
torios Ancestrales mantiene una definición más cercana 
a la FAO con variables: acceso limitado a tierra y capital, 
uso preponderante de mano de obra familiar, vinculación 
al mercado a través de productos primarios, trabajo asa-
lariado, diversificación de actividades entre otras. 

período 2019-2028 como el Decenio de las 
NN.UU. para la Agricultura Familiar. En este 
marco, el Estado ecuatoriano se compro-
mete a elaborar un plan gubernamental de 
fomento a la AF, proceso que ha iniciado en 
octubre de 2020 y que se propone definir el 

“Plan de Acción Nacional para el Decenio de 
la Agricultura Familiar”, sin embargo, casi un 
año después de estas acciones preliminares 
este proceso se encuentra suspendido.  

Cabe mencionar que para cuando se de-
clara el Decenio por la NN.UU. el Ecuador ya 
contaba con un marco normativo e institu-
cional aparentemente prometedor en fun-
ción de la AF; sin embargo, hasta hoy no se 
evidencian políticas que permitan su desa-
rrollo pleno, sino más bien se tiende a ins-
trumentalizar la AF en función del modelo 
agroindustrial y agroexportador. Es por esto 
que las organizaciones campesinas, indíge-
nas, de productores y consumidores, son 
quienes se encuentran exigiendo cambios y 
generando propuestas para transformar las 
estructuras que mantienen a la AF margina-
da, y en el ejercicio de describir el contexto 
problemático para interpelar la orientación 
de las políticas públicas. 

La presente cartilla sintetiza la informa-
ción más relevante del “Informe País Agri-
cultura Familiar” realizado por el Instituto de 
Estudios Ecuatorianos para la International 
Land Coalition en el 2020 titulado “Estudio 
para una línea base para la implementación 
del Decenio de las NN.UU. de la Agricultura 
Familiar en Ecuador”. Precisamente, lo que 
ofrece el informe es un recorrido en tor-
no a la situación actual en el Ecuador para 
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AF es “la forma agricultura más extendida 
en el mundo con más del 90% de todas las 
explotaciones administradas por familias” 
(FAO, 2018).

Reconocer que la AF conforma la gran ma-
yoría de las Unidades de Producción Agro-
pecuaria (UPAs) en el Ecuador tiene impli-
caciones irrefutables para la política pública. 
Primero, se vuelve indispensable entender 
la composición de las unidades de produc-
ción—¿qué producen y dónde se ubican 
geográficamente? Luego, surge la necesidad 
indiscutible de elaborar estrategias de po-
lítica pública diferenciada para su fomento 
y desarrollo pleno desde el reconocimiento 
de su heterogeneidad, autonomía, capa-
cidades y potencial de transformación del 
sistema agroalimentario. 

Pero, ¿qué es la heterogeneidad de la AF? 
Es la diversidad y diferencias productivas 
de las distintas regiones del país y los ru-
bros; esto incluye el modelo de producción 
y los mercados. Si bien la AF produce para la 
venta y el autoconsumo; a su vez, los cul-
tivos para la venta se pueden dividir entre 

hogar del agricultor y la UPA, con esta variable los por-
centajes pueden ser menores. Esta cifra se basa en la va-
riable del trabajo familiar al menos al 50%

la unidad de producción. Aplicando estos 
criterios, en Ecuador corresponderían a la 
AF—425.594 de un total de 772.137 UPAS 
(Singaña et al., 2021).  

El cálculo del MAG excluye el tema de ac-
ceso a la tierra, que es uno de los factores 
determinantes de la AF (FAO 2012). La FAO 
contempla el escaso acceso a la tierra y re-
cursos de capital; que el trabajo sea predo-
minantemente familiar; y finalmente, que 
la principal fuente de ingresos venga de la 
finca. Si tomamos las variables de acceso a 
tierra y trabajo familiar con los datos de la 
Encuesta de Superficie y Producción Agro-
pecuaria Continua (ESPAC, 2019) vemos que 
la AF realmente representa alrededor del 
85% de UPAs entre 0 y 10 hectáreas a nivel 
nacional (Singaña et al., 2021)4. Esto corres-
ponde a las estimaciones de la FAO, que la 

4 Esta cifra no considera la variable de distancia entre el 



7

propios (ancestrales y modernos) y la mano de 
obra disponible en un entorno territorial con 
sistemas ecológicos específicos, entramados 
sociales y culturales determinados. La familia 
es la unidad básica en torno a la cual se orga-
nizan y gestionan sus recursos dando lugar a 
varias lógicas de funcionamiento o estrategias 
de vida… Los sujetos de la Agricultura Familiar 
Campesina Comunitaria están conformados 
por comunas, comunidades, pueblos y nacio-
nalidades indígenas, afro-ecuatorianos, mon-
tubias y mestizos” (Rosero y Pilamunga, 2014).

Además, la AF invita a reconocer la diversidad 
de actores en sus distintas reivindicaciones 
propias a su identidad cultural-territorial, 
quienes convergen en una lucha campesina 
común. Dentro de esta lucha, los actores de 
la AF son sujetos de derechos individuales y 
colectivos respaldados bajo normativa na-
cional e internacional. También son sujetos 
sociales y políticos con demandas concretas 
y un accionar colectivo que interpela las es-
tructuras de poder económico y político del 
modelo agroalimentario actual, al proponer 
un modelo—no solo de producción y acu-
mulación—sino de reproducción del bien-
estar y la vida en el campo.

La propuesta política alternativa de la AF 
además tiene potencial de enfrentar las múl-
tiples crisis que atravesamos. Se presta para 
impulsar una alternativa a la crisis ecológica y 
climática a través de la producción diversifi-
cada y agroecológica; da respuesta a la crisis 
alimentaria al demostrar su alta capacidad 
de abastecimiento de alimentos sanos, fres-
cos y producidos localmente; se ofrece como 
alternativa a las crisis migratorias al buscar 
formas de construir medios de vida viables 

1) productos de uso agroindustrial resulta-
do del monocultivo y, 2) productos diversos 
destinados al mercado de alimentos frescos 
resultado de un sistema de cultivos asocia-
dos. Para dar ejemplos concretos, algunos 
rubros de la AF para agroexportación son 
por ejemplo el cacao y café; mientras que 
para la agroindustria nacional el arroz, maíz 
duro, la leche.

Por otro lado, los rubros para la alimenta-
ción local son por ejemplo el ganado porcino, 
huevos de campo, papa, hortalizas, frutas, 
etc. Dentro de estos modelos de produc-
ción y mercados diferenciados, la AF com-
prende alrededor del 70% de todas las UPAs 
que cultivan para la agroindustria y agroex-
portación; y también comprende la mayo-
ría de UPAS (cerca del 90%) que producen 
cultivos destinados al mercado de alimentos 
frescos en el país (Daza, Chuquimarca, et al., 
2020). Esta heterogeneidad productiva se 
traduce a una pluralidad de realidades, rela-
ciones sociales, interacciones con la natu-
raleza, prácticas, saberes y conocimientos 
que sostienen y que viven lxs sujetxs pro-
tagonistas de un proceso primordial para la 
vida—la producción de alimentos. El Comité 
Nacional de Agricultura Familiar Campesi-
na Comunitaria del Ecuador considera la AF 
como: 

“Un conjunto articulado de actividades agrí-
colas, pecuarias y no agropecuarias gestio-
nado por un productor directo y su familia a 
fin de asegurar su alimentación sana, nutriti-
va, reproducción física, cultural de su familia 
y comunidad en la que se practican formas de 
reciprocidad y solidaridad… Combina factores 
de producción como tierra, semillas y saberes 
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4. Fortalecer las organizaciones de los agricul-
tores familiares y sus capacidades para generar 
conocimiento, representar a sus miembros y 
prestar servicios inclusivos en el continuo ur-
bano-rural 
5. Mejorar la inclusión socioeconómica, la resi-
liencia y el bienestar de los agricultores familia-
res y los hogares y comunidades rurales
6. Promover la sostenibilidad de la agricultura 
familiar para conseguir sistemas alimentarios 
resilientes al cambio climático
7. Fortalecer la multidimensionalidad de la agri-
cultura familiar para lograr innovaciones socia-
les que contribuyan al desarrollo territorial y a 
sistemas alimentarios que salvaguarden la bio-
diversidad, el medio ambiente y la cultura 

En este contexto, el Estado ecuatoriano ad-
quiere el compromiso de ejecutar un plan 
gubernamental de fomento a la AF. En oc-
tubre de 2020 el MAG, convoca a actores de 
instancias gubernamentales, sociedad civil 
y organismos de cooperación internacional 
para conformar la Mesa Técnica con el fin de 
elaborar participativamente el Plan de Ac-
ción Nacional en tres fases: 1) Creación de 
la Mesa Técnica Nacional para establecer un 
diálogo sobre los siete pilares; 2) Definición 
de los lineamientos para la implementación 
de la agenda; y, 3) Establecimiento de ac-
ciones por la AF (Singaña et al. 2020).

El Decenio es un gran reto porque exige 
abrir un diálogo entre organizaciones so-
ciales, sectores privados y las instituciones 
estatales desde la perspectiva de favorecer 
la AF, lo cual puede levantar cuestionamien-

en el campo.  Finalmente, es resistencia a la 
herencia colonial en el acto de conservar los 
saberes y autonomías de los pueblos. 

¿Qué Espacios Reclama la 
Agricultura Familiar en el Ecuador?

a. Decenio de la Agricultura Familiar 

En diciembre de 2017 la Asamblea General de 
las NN.UU. proclamó el período 2019-2028 
como el Decenio de la Agricultura Familiar; 
que es un plan de acción global elaborado 
participativamente por organizaciones so-
ciales y agencias cooperantes como FAO5 y 
FIDA6; donde se coloca a la AF como elemen-
to esencial para lograr “un mundo en el que 
prosperen sistemas alimentarios y agrícolas 
diversos, saludables y sostenibles, en el que 
comunidades rurales y urbanas disfruten 
de una alta calidad de vida con dignidad y 
equidad y sin hambre ni pobreza”. El plan de 
acción establece siete pilares y plantea vin-
cularse al cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) (Decenio de la 
Agricultura Familiar). Miremos brevemente 
cuáles son esos pilares: 

Pilares del Decenio de la Agricultura 
Familiar

1. Crear un Entorno político propicio para forta-
lecer la agricultura familiar
2. Apoyar a los jóvenes y asegurar la sostenibili-
dad generacional de la agricultura familiar
3. Promover la equidad de género en la agricul-
tura familiar y el papel de liderazgo de las mu-
jeres rurales 

5 FAO es la organización de las Naciones Unidas para la 
Alimentación y la Agricultura
6 FIDA es el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola
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y prohibición del latifundio (artículo 282). 
Posterior a la Constitución se aprueba la Ley 
Orgánica del Régimen de Soberanía Alimen-
taria (LORSA 2009-2010) que delinea varias 
leyes que constituyen el régimen de sobe-
ranía alimentaria. Esto abre un escenario de 
disputa para defender la institucionalidad 
de la AF. Las normativas que regulan aspec-
tos fundamentales para la AF son:

•	 Código Orgánico de Organización y Ordena-
miento Territorial- COOTAD (2010)

•	 Ley Orgánica de Participación Ciudadana (2010)
•	 Ley de Economía Popular y Solidaria (2011)
•	 Ley Recursos Hídricos (2014)
•	 Ley de Tierras y Territorios Ancestrales (2016)
•	 Ley de Agrobiodiversidad y Semillas (2017)

•	 Ley de Sanidad Agropecuaria (2017)

A pesar de sus varias limitaciones y de su 
apuesta por una agricultura más cercana al 
agronegocio que a la soberanía alimentaria, 
estas leyes proponen algunos avances im-
portantes en materia de derechos, resultado 
de las luchas históricas y contemporáneas 
lideradas por organizaciones y colectivos 
sociales quienes levantan procesos partici-
pativos de incidencia. Por ejemplo, algunos 
elementos normativos que deben ser apro-
vechados en el contexto del Decenio están 
relacionados a la participación ciudadana, a 
los concejos consultivos ciudadanos secto-
riales y las competencias de los gobiernos 
locales para formular planes de desarro-
llo y ordenamiento territorial. No obstan-
te, con el pasar del tiempo las normativas 
que se van aprobando cada vez reducen sus 
escasos aspectos positivos y tienden cada 
vez más a favorecer al sector agroindustrial. 
Esto queda claro con el último proyecto de 

tos de fondo en torno al modelo producti-
vo agropecuario y asimetrías de poder en 
la toma de decisiones. Tomemos en cuenta 
que, a pesar de que la AF representa alrede-
dor del 85% de las UPAs a nivel nacional, los 
grupos empresariales dominan la toma de 
decisiones sobre la planificación y ejecución 
de políticas públicas. Otra fuente de tensión 
puede ser el resultado 1.2 del pilar #1 “au-
mento del compromiso político y financie-
ro…”. Esto permite poner en disputa la falta 
de priorización que se le ha dado a la AF por 
parte del gobierno e instituciones a diferen-
cia del peso que se le da a la agroindustria.

b. AF en el Estado e Institucionalidad  

Cuando inició el Decenio, el Ecuador estaba 
bastante adelantado en términos normati-
vos y discursivos; se cuenta con un marco 
normativo avanzado en el sentido de favo-
recer la AF desde la Constitución (2008) que, 
reconoce la soberanía alimentaria como 
objetivo estratégico (artículo 281) y pro-
mueve políticas redistributivas de la tierra 
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de las políticas públicas agrarias a nivel na-
cional. Luego en el 2017 se integra la AF en el 
Estatuto del MAG y se crea la Subsecretaria 
de Agricultura Familiar Campesina que nace 
mediante el Compromiso Presidencial 0093 
con organizaciones indígenas8. Los objeti-
vos de la Subsecretaría son acompañar la 
transición desde la agricultura convencio-
nal9 a prácticas de manejo integrales, im-
pulsar procesos para fortalecer la AF como 
los circuitos cortos de comercialización y la 
política “Súper Mujer Rural”. La subsecreta-
ría representa un avance para la institucio-
nalización y la promoción de la AF desde la 
gestión pública porque pasa a formar parte 
de la estructura orgánica del MAG. Sin em-
bargo, es una institución muy marginal em-
pezando por el presupuesto y el número de 
servidores públicos en la subsecretaría (86) 
con respecto al total del MAG (3,477) (Suárez, 
2021). Tanto la COPISA como la Subsecre-
taría ha sobrevivido a los últimos recortes 
presupuestarios, sin embargo, su marco de 
acción es cada vez más reducido.  

c. Política Pública para la AF

“La Agricultura Familiar Campesina no es solo 
un sector más de la economía, si no es un sec-
tor especial que da un valor social, cultural e 
histórico, que lamentablemente en nuestra 
sociedad y en muchos países de Latinoaméri-
ca se lo mira como un sector secundario y que 
fácilmente se asocia como sinónimo de retraso 

8 Entre ellas la FENOCIN (Federación Nacional de Organi-
zaciones Campesinas, Indígenas y Negras)
9 La agricultura convencional es un modelo de produc-
ción basado en la revolución verde que se caracteriza por 
plantaciones intensivas de monocultivo y el uso de insu-
mos químicos

ley que se debate en la Asamblea Nacional: 
“Ley Orgánica Para el Desarrollo Sustentable 
del Sector Agropecuario” (2021), que pre-
tende instrumentalizar a la AF para subor-
dinarla al servicio de los encadenamientos 
agroindustriales7. Frente a esto, varios co-
lectivos, organizaciones, y gremios cam-
pesinos e indígenas de todo el país se han 
pronunciado en contra. Benjamín Macas de 
la Red Agroecológica de Loja y la Confede-
ración de Campesinos Agroecológicos del 
Ecuador opina: 

“Estamos viviendo un retroceso desde que se 
elevó la Soberanía Alimentaria como un prin-
cipio constitucional [...] se habla de apoyar a la 
AF y promover un desarrollo sustentable. Pero 
si miramos tras bastidores se puede ver que 
esta ley está dirigida a promover la exporta-
ción, el encadenamiento productivo, el valor 
agregado bajo la cadena de producción. Se ve 
una vinculación de la agricultura familiar cam-
pesina a este proceso, pero de forma subordi-
nada” –Entrevista con Benjamín Macas, CCAE 

y Red Agroecológica de Loja, 2021

En cuanto a institucionalidad existen accio-
nes importantes a favor de la AF.  Primero, la 
LORSA establece la Conferencia Plurinacio-
nal e Intercultural de Soberanía Alimentaria 
(COPISA), que es una institución que cuen-
ta con nueve representantes de sectores 
campesinos, pueblos, nacionalidades, aca-
demia y pequeños productores. La COPISA 
se ocupa de ser un canal directo de parti-
cipación ciudadana para crear diagnósticos, 
planificación, implementación y evaluación 

7 También llamados encadenamientos productivos o en-
cadenamientos verticales
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por intermediarios y el sector privado a quie-
nes les tenemos que vender toda nuestra pro-
ducción” –Entrevista con Raquel Silva, Unión 

Tierra y Vida, 2021. 

Sin duda, el peso mayor de las políticas recae 
en la expansión del agronegocio de varias 
formas: subsidios, condonación de deudas, 
créditos y asociaciones público-privadas. 
Un ejemplo emblemático es el sector ca-
maronero y las ayudas estatales; créditos y 
subsidios permanentes con el argumento de 
que este sector genera empleo, entre otras 
acciones indulgentes y permisivas como la 
tala ilegal del manglar. En el 2017 el Esta-
do invirtió 199 millones de dólares en un 
programa de electrificación beneficiando a 
2.300 camaroneras. En contraste, el sector 
de pescadores y recolectores artesanales, 
parte de la AF, reciben presupuesto de pe-
queños programas como Socio Manglar de 
440.000 dólares por año para alrededor de 
59 organizaciones de recolectores y pesca-
dores artesanales (Torres Benavides, 2021).  

y que tiene carencia. Esto se debe a la exclu-
sión social que se ha venido arrastrando desde 
la época de la colonia. La AF no es que nace 
recién. Aunque en el 2014 la ONU hizo una de-
claratoria. Pero ¿qué hemos avanzado desde el 
2014? Se ha tenido algunas actividades, pero 
no se ha tenido política pública.” – Entrevista 
con Wilma Suárez ex Subsecretaria de Agricul-

tura Familiar, 2021. 

La inversión estatal en la agricultura es mar-
ginal—se invierte menos del 1% del PIB; y 
entre 2014-2020 se redujo de 521 millones 
de dólares, a menos de 180 millones (Singa-
ña et al., 2021). Además, como lo argumen-
ta la ex subsecretaria de AF, el MAG tiende 
a reservar su presupuesto para proyectos 
agroindustriales. En el 2018 se destinó más 
de 16 millones de dólares al Proyecto Nacio-
nal de Semillas, enfocado en el aumento de 
la productividad a través del uso de paque-
tes tecnológicos en cultivos de las cadenas 
agroindustriales. Mientras que el Programa 
para el Buen Vivir Rural, centrado en el de-
sarrollo de la AF, apenas alcanzó el monto de 
1,4 millones de dólares (Singaña et al., 2021). 
En el 2019 existió un solo proyecto exclusi-
vo para los agricultores familiares, enfocado 
en la legalización y el acceso a la tierra, para 
el cual se destinó tan solo 6,58 millones de 
dólares (7,6% de los proyectos presupues-
tados para el 2019 dentro del MAG). 

“A pesar de la gran importancia de la produc-
ción campesina, no tenemos fuentes de fi-
nanciamiento, ni las tecnologías necesarias. 
Comprar maquinaria es difícil. No tenemos las 
herramientas locales ni del Estado para apo-
yar la producción y comercialización. Estamos 
abandonados por el sector público, acosados 
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de la AF y frente a la inversión de las políti-
cas e incentivos al agronegocio. 

“No tuvimos presupuesto. Realmente el Estado 
no ha invertido en la AF. Solo a través del pro-
yecto Buen Vivir Rural tuvimos recursos, pero 
ya existía antes que la Subsecretaría. Como 
Subsecretaría tuvimos alrededor de 10 mil dó-
lares, nada más. Solo tuvimos proyectos a tra-
vés de presupuestos de agencias como el PMA11. 
El Programa Súper Mujer Rural salió de ONU 
Mujeres, del PMA y FAO. El MAG lleva más de 
70 años y nunca ha tenido presupuesto para 
la AF”—Entrevista con Wilma Suárez, Ex sub-

secretaria de AFC, 2021. 

No obstante, el Estado maneja una modalidad 
para incorporar a la AF en la política pública 
sin dejar de favorecer el modelo agroindus-
trial y agroexportador: los encadenamientos. 
Se ofrecen incentivos estatales desde la ban-
ca pública, cooperativas de ahorro y crédito 
y banca privada; compuestos de estímulos 
para emprendimientos rurales enfocados en 
el monocultivo. A lo largo de los años, este 
modelo ha demostrado que, de hecho, per-
judica a la AF porque genera dependencia 
productiva, ciclos de endeudamiento, mi-
gración, descampesinización y reconcentra-
ción de la tierra. Además, los datos muestran 
mayores niveles de pobreza en las regiones 
donde la AF produce para los encadena-
mientos agroindustriales (SIPAE 2014, Singa-
ña et al., 2021). Finalmente, es indispensable 
señalar que los encadenamientos no son una 
política diferenciada, en el sentido de que 
desconocen las capacidades de la AF. La polí-
tica agropecuaria 2020-2030 precisamente 

11 Programa Mundial de Alimentos

Adicionalmente, existe muy poca diferen-
ciación para la AF en las políticas públicas.  
Muchas veces son los gobiernos autónomos 
descentralizados quienes generan política 
para la AF, soberanía alimentaria, economía 
social y solidaria; a través de compras pú-
blicas, en programas alimentarios y fomen-
tando redes de comercialización alternati-
vas entre otras acciones (SIPAE, 2014).  El 
alcalde de Cayambe cuenta que durante la 
pandemia la producción de AF agroecológi-
ca fue una fortaleza:

“Desde hace 4 años venimos fortaleciendo la 
construcción de redes de producción agro-
ecológica. Tenemos más de 13 asociaciones de 
productoras, una asociación de tanques fríos 
de leche y de productores de cebolla, quienes 
no han parado durante la pandemia. Hace más 
de dos años aprobamos una ordenanza de 
apoyo a la soberanía alimentaria como política 
pública. Antes, las productoras agroecológicas 
eran perseguidas por la Policía Municipal en los 
espacios públicos”—Entrevista con Guillermo 

Churuchumbi, Alcade de Cayambe, 2020.   

Dentro de la Subsecretaría de AF se han ma-
nejado algunos programas como las ferias 

“de la mata a la mesa”10 que vincula produc-
tores con consumidores sin intermediación 
con 133 ferias beneficiando a 10.000 pro-
ductores (Singaña et al., 2021). Otro ejemplo 
es la dirección de Fortalecimiento Organiza-
tivo y Desarrollo Productivo Agroecológico 
(MAG 2017b). Pero si hacemos un balance, 
las políticas diferenciadas son insuficientes 
con respecto a la magnitud de productores 

10 Programa que surgió como respuesta a las demandas 
del levantamiento indígena y popular de octubre 2019 
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blos afrodescendientes los palenques y en el 
caso de los montubios son las asociaciones. 
Las OTB son un pilar de autonomía comuni-
taria a nivel rural, junto con los Cabildos Co-
munitarios y los Consejos de Gobierno, que 
cuentan con autoridad territorial y compe-
tencias para funciones de planificación, se-
guimiento, evaluación, gestión de proyectos, 
presupuestos participativos y competencias 
jurisdiccionales. Así, las agriculturas familia-
res no existen aisladas; sino que se susten-
tan y son apoyadas por un rico entramado 
social, por distintas formas de organización 
territorial y ancestral (Rosero, 2020).

Las OTBs, Organizaciones No Guberna-
mentales (ONGs), colectivos sociales y la 
academia vienen impulsando espacios de 
debate para interpelar la falta de protección 
a la AF como sujeto de interés público na-
cional. Por su lado, la academia y ONGs han 
entrado en procesos de investigación para 
informar y motivar el debate, por ejemplo, 
sobre la situación de la AF frente a la pan-
demia COVID-19 (FIAN Ecuador et al., 2020). 
Además, se han levantado propuestas co-
lectivas de producción familiar alternativa a 
través de la Comisión Nacional de Agroeco-
logía, el Colectivo Agroecológico del Ecuador 
y varias iniciativas más de menor escala, o 
a nivel regional, como la Red Agroecológi-
ca del Austro, etc. Finalmente, en la última 
década surgen actores fundamentales des-
de donde se articulan demandas y propues-
tas en torno a la AF: el Comité Nacional de la 
Agricultura Familiar Campesina Comunitaria 
de la Sociedad Civil (CNAFCC-EC) y la Mesa 
Agraria del Parlamento de los Pueblos.

hace una propuesta de vinculación de la AF al 
sector agroindustrial y agroexportador como 
proveedor de materia prima. 

d. AF en la Sociedad Civil Organizada

Debido a la falta de respaldo desde la política 
pública y presupuesto, la construcción de un 
proyecto nacional para la AF recae en gran 
medida en los espacios a nivel comunitario 
y organizativos. Las Organizaciones Territo-
riales de Base (OTB)12—en sus diversas for-
mas—organizan a personas vinculadas a la 
AF como: comunas indígenas, comunidades 
campesinas, cooperativas, asociaciones de 
productores, de trabajadores agrícolas, de 
mujeres rurales, etc. Las OTB abarcan varias 
formas organizativas de los pueblos y na-
cionalidades por lo cual son un fundamen-
to del Estado plurinacional: para los pueblos 
andinos son las comunidades, para los pue-

12 Se refieren en algunos casos a organizaciones de pri-
mer grado, en otros casos a organizaciones de primer y 
segundo grado, pero actualmente su uso dentro del Mo-
vimiento Indígena tiende a referirse a las comunas, co-
munidades, asociaciones, cooperativas, grupos de mu-
jeres, jóvenes, etc. 
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Figura 1 - Áreas Concesionadas o en vía de 
Concesión en el Ecuador

Fuente: Sacher, William (2017)

La Amazonía tradicionalmente se ca-
racteriza por la caza, pesca y horti-
cultura itinerante. Algunas naciona-
lidades mantienen huertas familiares 
en torno a la casa de habitación con 
cultivos para la venta y autoconsumo, 
inclusive ganado hoy en día. Las huer-
tas albergan un gran valor para la bio-
diversidad y son una actividad feme-
nina (preparación del suelo, semillas, 
plántulas y cosecha), mientras que 
los hombres realizan la caza. Existe 
un peso de la cultura mestiza a raíz de 
las actividades extractivas y las políti-
cas públicas de desarrollo y mercado 
que han incentivado la deforestación 
para poder titular la tierra y acele-

El CNAFCC-EC se conforma en el 2012 en prepa-
ración al Año Internacional de la Agricultura Fa-
miliar (2014) y se reactiva en 2019 para impulsar 
un espacio de convergencia entre OTBs, sectores 
académicos, colectivos de consumidores, orga-
nizaciones campesinas, indígenas, montubias y 
afro. Su objetivo es generar acciones alrededor 
del Decenio como construir propuestas alterna-
tivas y de política pública. Por otro lado, la Mesa 
Agraria se establece dentro del Parlamento de los 
Pueblos para ampliar los debates y convergen-
cias que generen acciones e incidencia política a 
favor de sistemas agroalimentarios sustentables 
y agroecológicos. Contribuyó a la propuesta al 
país “Minga por la Vida” con el eje “Soberanía ali-
mentaria, redistribución y justicia para el campo 
ecuatoriano”. 

e. AF en el territorio - Plurinacionalidad y 
Diversidad 

La AF también se expresa desde la riqueza en 
agrobiodiversidad, de saberes y prácticas que res-
ponden a las particularidades territoriales. Según 
Rosero y Pilamunga (2014), los conocimientos 
y saberes ancestrales de los diferentes pueblos 
y nacionalidades comparten elementos en co-
mún. Sin embargo, existen especificidades según 
las identidades culturales, sistemas ecológicos y 
pisos altitudinales en los cuales se desarrolla la 
AF. No obstante, la AF en pueblos y nacionalida-
des se enfrenta a las lógicas de homogeneización 
productiva que se impulsan desde el Estado en la 
construcción social del espacio, ordenamiento te-
rritorial y desde políticas que carecen de un abor-
daje intercultural. Esto ocurre por ejemplo con las 
semillas campesinas, que están siendo desplaza-
das por los programas estatales que entregan se-
millas certificadas. 
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variedades para consumo y el mercado. Se mantienen 
relaciones entre la ampliada a través de los intercam-
bios en fiestas y vida cotidiana, una vez satisfechas las 
necesidades de los grupos familiares los excedentes se 
venden en el mercado (Rosero y Pilamunga, 2014). Al-
gunas industrias que amenazan y compiten con la AF 
en el uso de recursos como el agua son industrias para 
la exportación como florícolas, hortícolas etc. Sin em-
bargo, en los últimos años la minería metálica se ha 
vuelto una creciente amenaza, impulsada fuertemente 
por los últimos gobiernos que han tramitado alrededor 
de 750.000 hectáreas donde se encuentran 39 bos-
ques protectores, un millón de hectáreas de territorios 
indígenas, bosques primarios y fuentes de agua (Zo-
rilla, 2018). Al producir una gran cantidad de produc-
tos frescos para el país, la AF en la sierra se encuentra 
amenazada por la contaminación. (ver Figura 1)

 Figura 2 - Productos de la AF por región y forma de producir

Fuente: Singaña et al., 2021
Elaboración: IEE, 2020

rar cambios a favor de la ganadería, 
transformación de la horticultura en 
roza y quema complementada con 
la caza y pesca y consecuente se-
dentarización de grupos familiares 
o clanes. Además, existe una fuerte 
presencia de modelos intensivos de 
monocultivo como la palma junto 
a la presencia de colonos mestizos. 
Algunas experiencias positivas son 
la producción en cadenas de pe-
queños productores con certifica-
ción para productos como la vainilla, 
cacao, guayusa, plátano, café, sa-
cha inchi, etc. (Rosero y Pilamunga, 
2014). Una de las principales ame-
nazas para las formas tradicionales 
de AF en la Amazonía son las acti-
vidades extractivas como petróleo 
y minería sobre todo en el sur de la 
Amazonía, por la contaminación y 
despojo de los territorios.

En la sierra, la Chakra andina uti-
liza la asociación y rotación de cul-
tivos con diversidad de tubérculos, 
cereales, legumbres, árboles fru-
tales, cercas vivas, plantas medi-
cinales. Los animales de cría sirven 
como ingresos en momentos de cri-
sis y para la elaboración de abonos. 
Además, una tradición importante 
es el control vertical de diversos pi-
sos ecológicos distribuidos en di-
versos lotes o parcelas con el fin de 
disminuir los riesgos de las heladas 
y otras condiciones desfavorables, 
pero también para disponer a lo lar-
go del año con alimentos frescos y 
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Finalmente, la agricultura de la Costa ecua-
toriana es mayoritariamente de pequeños y 
medianos productores (92% tienen 10 hec-
táreas o menos). Los cultivos destacados en 
la costa son arroz, banano, cacao, café, caña 
de azúcar, plátano, palma africana, maíz 
duro, naranja, mango y maracuyá; donde 
el banano y cacao son para la exportación, 
mientras los demás productos se dirigen 
hacia el mercado interno. Cabe mencionar 
la falta de datos sobre la producción de fru-
tas, vegetales y hortalizas, que también son 

cultivos presentes en la pequeña agricultu-
ra de la costa (Ulloa-Tapia, 2019). En la AF 
montubia, tradicionalmente las mujeres se 
quedan a cargo de las huertas y de las la-
bores domésticas mientras los hombres 
se encargan del trabajo productivo. Pero a 
raíz de la falta de oportunidades para incre-
mentar los niveles de ahorros y bienestar, 
las mujeres quedan a cargo del trabajo pro-
ductivo cuando los hombres migran o salen 
a trabajar en bananeras, camaroneras o en 
otros sectores agroindustriales (Silva, 2021).

Actividad 1

Haz una lista de las políticas, programas o beneficios gubernamentales dirigidas hacia el 
campo que hayan llegado a tu territorio (a su familia o conocidos). ¿Benefician a los y las 
campesinas y a la agricultura familiar campesina comunitaria, o no? 
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La Constitución prohíbe el la-
tifundio y establece el man-
dato de redistribución de la 
tierra. Frente a esto, los an-
teriores gobiernos lanzaron 
el Plan Tierras (2009) y el 
Proyecto Unificado de Acce-
so a Tierras de los Producto-
res Familiares y Legalización 
Masiva (2017). Sin embargo, 
tuvieron varias deficiencias. 
Primero, se ha enfatizado 
la titulación, no tanto la re-
distribución. Luego, la Sub-
secretaría de Tierras Rura-
les y Territorios Ancestrales 
(SSTRTA) no ha contado con 
suficiente presupuesto para 
comprar terrenos y vender 
a asociaciones productivas 
(Daza y Artacker, 2020). Así 
mismo, el Plan Tierras ge-
neró conflictos con decenas 
de asociaciones de la AF, re-
sultando en desalojos forzo-
sos de comunidades rura-
les, campesinas e indígenas 
de sus tierras (FIAN Ecuador, 
2019). Adicionalmente, más 
allá de la regularización de la 
propiedad, la titulación debe 
ser acompañada de activida-
des de fomento productivo y 
medidas complementarias. 

Finalmente, otras barreras 
en el acceso a la tierra son los 
costos y especulación con 

Contexto Problemático – Condiciones que 
enfrenta la AF

a. Concentración de la Tierra

La escasez de acceso a recursos productivos como la tierra, 
es una barrera fundamental para el desarrollo pleno la AF 
como medio de vida en el campo. La concentración de la 
tierra en Ecuador sigue siendo una de las más altas en Lati-
noamérica. El coeficiente de Gini de la Tierra13 muestra que 
la concentración aumentó de 0,771 en el 2013— a 0,839 en 
el 2019 (Singaña et al., 2021). Esto se evidencia en el hecho 
de que la mayoría de UPAs (84,8%) tiene de 0-10 hectá-
reas, pero apenas tiene la cuarta parte (1/4) de la super-
ficie de la tierra. Mientras que la minoría de UPAs (14,6%) 
con más de 10 hectáreas concentran las tres cuartas partes 
(3/4) de la tierra. 

Figura 3 - Tenencia de la tierra por tipo de agricultura, año 2019

Elaboración: IEE 2020
Fuente: INEC, 2020

13 El coeficiente Gini es un valor que mide la desigualdad entre 0 y 1; donde 
0 indica que no existe desigualdad (todos tienen la misma cantidad de tie-
rra), mientras que 1 indica la desigualdad total (donde 1 persona tiene toda la 
tierra). El coeficiente Gini en Ecuador se encuentra en 0,839 (valor del 2019) 
valor que casi llega al 1; por lo cual significa que existe muchísima desigual-
dad en torno a la tenencia de la tierra.
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Caso Camaronero Costa 

Una de las industrias que ha acaparado tierras en las últi-
mas décadas, desplazando sectores de la AF, es la industria 
de acuacultura camaronera. Un estudio de caso plantea 
que la política económica y el marco jurídico estatal en-
tre 2008 y 2018 permitió consolidar la concentración de la 
tierra y el despojo del ecosistema manglar que era territo-
rios ancestrales de pueblos de la costa (Torres Benavides, 
2021). La extensión de piscinas camaroneras actualmente 
se encuentra entre 220.000 y 250.000 hectáreas lo cual 
ha llevado procesos de empobrecimiento y violencia para 
la juventud y mujeres de estos territorios, a pesar de que 
hasta el 2008 la mayoría de piscinas no tenían permisos de 
funcionamiento, ni de control para el aprovechamiento o 
uso del agua y de las descargas provocando grandes daños 
sociales y ambientales (Torres Benavides, 2021). Miles de 
familias de recolectores y pescadores de los estuarios fue-
ron desplazados ya que tampoco contaban con títulos de 
propiedad del manglar, sin embargo, el manglar es un bien 
nacional de uso público y patrimonio forestal del Estado 
que les generaba ingresos a las familias a través del dere-
cho consuetudinario al uso del manglar por ancestralidad 
(Torres Benavides, 2021).

Caso Sierra – Pueblos Afro descendientes del Valle 
del Chota

En el caso de la sierra, la tenencia y concentración de la 
tierra están marcadas por la historia del sistema de huasi-
pungo que condicionó los resultados de la reforma agraria 
(1964 y 1973); ya que se mantuvo una estructura de con-
centración: los pequeños campesinos conviven todavía 
con medianos y grandes propietarios. En el Valle del Chota, 
se ve el fracaso de la reforma en garantizar el acceso a la 
tierra de futuras generaciones. En promedio, parcelas de 5 
hectáreas se tuvieron que ir dividiendo entre 8 a 5 familias 
dejando a cada una con menos de una hectárea, lo cual no 
basta para asegurar sustento agrícola básico (Antón et al., 

el precio de la tierra dada la 
expansión urbana, expansión 
de la frontera del monocul-
tivo, proyectos extractivistas 
como la minería, complejos 
turísticos, etc. El siguiente 
mapa muestra que la con-
centración de la tierra varía 
por región:

Figura 4 - Coeficiente de Gini de la 
Tierra por Región año 201914

Fuente: Singaña et al., 2021
Elaboración: OCARU, 2021

Algunos estudios de caso nos 
ayudan a comprender las 
diferencias en la tenencia y 
amenazas para acceder a la 
tierra –a las cuales se enfren-
ta la AF en distintas regiones: 
costa, sierra y amazonía.  

14 Para ver el error estándar del cál-
culo por región véase Anexo 1
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centivando cambios en el modelo agrope-
cuario tradicional hacia el monocultivo. Las 
comunidades indígenas ancestrales de la 
zona sufren afectaciones a su territorio y 
cultura. Ellos mantienen predios en pose-
sión colectiva, aunque no cuenten con tí-
tulos registrados, pero se observa una ten-
dencia hacia la minifundización en predios 
individuales. Existe conflictividad entre co-
munidades indígenas, empresas petroleras 
y colonos; pueblos indígenas y pueblos no 
contactados. Un conflicto principal ocurre 
porque los Waoranis reclaman la FDV como 
territorio ancestral, aunque su presencia sea 
minoritaria, ya que las políticas de gobierno 
provocaron ocupaciones de los territorios 
Waorani por Kichwas y Shuar en las últimas 
décadas. La FDV requiere la regularización 
de la tenencia de la tierra para contribuir a 
una gobernanza que garantice la conviven-
cia entre grupos (Ulloa Sosa, 2021). 

b. Uso de suelo 

El uso de suelo nos indica qué tipo de cul-
tivos se están sembrando en el territorio y 
a qué están destinados. Recordemos que 
la AF tiene una cualidad heterogénea. Por 
un lado, participa en la producción de cul-
tivos comerciales para la agroexportación 
y/o agroindustria nacional. Por otro lado, 
también sostiene la producción tradicional 
de alimentos básicos ofreciendo así 
una doble función en proveer frutas, 
hortalizas, tubérculos como el ajo, 
coliflor, fresas, cítri-
cos, papas y otros 67 
cultivos más de pequeña 
escala. Como lo demuestra 

2021). En el Valle del Chota los minifundistas 
(menos de 1 hectárea) acceden a 2,01% de 
la tierra y conforman el 39,44% de la po-
blación; mientras que las haciendas (más de 
50 hectáreas) concentran el 48,41% de la 
tierra, pero representan el 2,36% de la po-
blación (Antón et al., 2021). También se evi-
dencia inseguridad en los títulos de propie-
dad lo cual dificulta el aprovechamiento de 
asistencia técnica para la AF que general-
mente mantienen sistemas de producción 
diversificados. Las organizaciones sociales, 
por lo tanto, demandan al Estado políticas 
que permitan apropiarse legalmente de te-
rritorios ancestrales y colectivos para em-
prender con proyectos de ordenamiento 
ambiental y territorial según las propuestas 
de autonomía y auto gobernanza del pueblo 
Afrochoteño (Antón et al., 2021).

Caso Amazonía – Franja de Diversidad 
y Vida (FDV)   

La FDV es un caso que ilustra conflictos en 
el uso y tenencia de la tierra a raíz de las 
políticas estatales guiadas hacia la econo-
mía extractivista y para lograr el control de 
recursos naturales. El control de la tierra 

“responde a un patrón de acumulación ca-
pitalista por parte del Estado, enfocado en 
la extracción forestal, recursos no renova-
bles, de generación de energía y produc-
ción agropecuaria” (Ulloa Sosa, 2021). Los 
cambios en el uso de suelo en los territorios 
amazónicos se aceleran a partir de políti-
cas de los años 60 como la declaratoria de 

“tierras baldías” lo cual motivó la migración 
de colonos al área, consolidando también 
fronteras extractivas para el petróleo e in-
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c. Recursos Hídricos 

El acceso restringido a re-
cursos hídricos es otra 
condición que enfrenta la 
AF y vemos una alta con-
centración de este recur-
so en la gran propiedad. 
Según la SENAGUA (2019), 
en el 2018, 24.686 auto-
rizaciones de uso de agua 
aprovecharon 10.333 litros 
de agua por segundo en 
UPAs entre 0-2 hectáreas 
mientras que UPAs mayo-
res a 100 hectáreas apro-
vecharon 357.972 litros 
por segundo, constando 
con tan solo 1.880 autori-
zaciones (ver Figura 6). Es 
decir, la AF cuenta con más 
usuarios quienes obtienen 
menor caudal. El mismo 
informe identifica 2.963 
sistemas de riego comuni-
tarios registrados en el in-
ventario nacional realizado 
por SENAGUA. 

Los sistemas de riego 
comunitarios consisten en 
aquellos gestionados his-
tóricamente por comuni-
dades indígenas, montu-
bias o afro descendientes. 
También hay sistemas de 
tipo asociativos donde los 
usuarios obtienen dere-
chos de uso individuales, 

la figura 5, a partir de 1983 durante el gobierno neoliberal de 
Febres Cordero, incrementó la brecha entre la producción de 
alimentos comerciales frente a los alimentos básicos. La ten-
dencia de incrementar el área cosechada para cultivos co-
merciales se ha mantenido. Podemos ver que en el 2018 los 
cultivos comerciales ocuparon 1,9 millones hectáreas mien-
tras que los alimentos básicos tan solo 445 hectáreas.

Figura 5 - Área cosechada (hectáreas) en Ecuador 1961-2018

Elaboración: IEE 2020
Fuente: FAO, 2020

Esta tendencia ha degradado la soberanía alimentaria de los 
pueblos y si continúa, en los próximos años se podría generar 
una seria afectación a la soberanía y seguridad alimentaria. 
Con el gobierno de Lasso (2021-2025) entramos a una nueva 
fase de políticas neoliberales que muy probablemente au-
mentarán el número de hectáreas destinadas a la producción 
de materias primas para la agroexportación. En especial si 
se concreta el tratado de libre comercio con Estados Unidos. 
Existen otras actividades que limitan el uso de suelo para la 
AF como el crecimiento urbano, que se favorece, a pesar de 
que existen normativas como la Ley de Tierras y los Planes 
de Ordenamiento Territorial (PDOTs) que deberían priorizar el 
uso de suelo a favor de la soberanía alimentaria y establecer 
regulación en el crecimiento urbano sobre las tierras rurales 
(Modulo 4, 2021).
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d. Comercialización y 
Asociatividad 

Otro elemento necesario para 
garantizar la viabilidad de la AF 
es la comercialización campe-
sina con énfasis en el comercio 
justo y solidario. En la práctica, 
las políticas públicas favorecen 
a las grandes cadenas de su-
permercado; desde los requi-
sitos fitosanitarios, compras 
públicas, el abandono estatal 
de los mercados mayoristas y 
la poca inversión en la comer-
cialización sin intermediación. 
Durante la pandemia estas 
brechas fueron evidentes. La 
AF se enfrentó a medidas res-
trictivas de emergencia que 
obstaculizaban su comerciali-
zación, ferias, circuitos cortos, 
y movilización de productos; 
mientras que los productos de 
las cadenas de supermerca-
dos se ofrecían en las canas-
tas alimentarias del gobierno 
y, de hecho, el sector agroex-
portador aumentó sus ganan-
cias (FIAN Ecuador et al. 2020a, 
Artacker 2021). Los mercados 
mayoristas y municipales en 
su gran mayoría son la única 
vía de comercialización para 
la AF, pero rigen relaciones de 
explotación por la presencia de 
intermediaros y acopiadores; 
lo cual no permite la acumu-

pero se gestiona de manera colectiva a través de direc-
torios de agua. 

Según SENAGUA (2019) los sistemas de riego comunitarios 
asociativos están ligados a la economía familiar de sub-
sistencia, “en parcelas de alrededor de una hectárea que 
constituyen más del 80% de los productores del Ecua-
dor”. Sin embargo, estos sistemas requieren optimiza-
ción técnica. Por ejemplo, requieren revestimiento, ca-
pacitación, faltan reservorios, optimizar la operatividad 
y en general necesitan rehabilitación integral (SENAGUA, 
2019). Por ejemplo, los sistemas de riego comunitarios 
en la sierra utilizan acequias y usan las pendientes para 
aprovechar fuentes de agua de los páramos; lo cual es un 
método milenario de baja inversión, pero, que conlleva 
desafíos en términos de pérdida de agua por la preca-
ria infraestructura, irregularidad topográfica y porque su 
mantenimiento depende de la mano de obra disponible. 
En la imagen observamos la disparidad en el caudal dis-
ponible según el tamaño de la UPAs. 

Figura 6 – Superficie a regar por tamaño de la UPAs15

Elaboración: IEE 2020
Fuente: BNA SENAGUA, 2018

15 El caudal se mide en litros por segundo, mientras que la superficie es 
en hectáreas
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desde países como Estados Unidos (maíz), Perú (arroz) y 
países sudamericanos (soya) que nos superan en la es-
cala y precios de sus cultivos que igualmente entran al 
mercado ecuatoriano. Para esto se establecen precios 
mínimos de sustentación, pero, estos no siempre se res-
petan17 (Artacker, 2021). En julio de 2021 productores ba-
naneros y arroceros de la costa se movilizaron para exigir 
que se respeten los precios entre otras demandas. 

Ahora bien, existen formas de obtener un nicho de mer-
cado como con certificaciones privadas (que usualmen-
te son muy costosas) o el Sello de la Agricultura Familiar 
Campesina18 que es parte de estrategia de Coordinación 
General de Redes Comerciales del MAG (MAG, 2017a). 

o bienes primarios sin valor agregado alguno para elaborar otros bienes  
17 En referencia al caso del banano el período 2020 – 2021 donde los pro-
ductores recibían $2 por la caja
18 Para obtener el sello los agricultores deben estar en el registro de la 
Agricultura Familiar Campesina. Hasta inicios del se encontraban registra-
dos 11.415 productores 

lación necesaria para que las 
familias puedan reinvertir en la 
AF (Hollenstein y Red de Sabe-
res, 2019). Otro desafío para la 
AF es la competencia con pro-
ductos agrícolas subsidiados 
provenientes de la Unión Eu-
ropea, como los lácteos, por la 
firma de acuerdos comerciales 
(comunicación personal con 
Tania Chicaiza, 2021). 

“Vemos una apertura comercial 
que arrasa con la comercializa-
ción campesina en las ciudades. 
También se desplaza la produc-
ción campesina por la exigen-
cia del registro sanitario, que es 
un problema para los agricul-
tores, entonces, simplemente 
no se puede comercializar […] 
El modelo de libre comercio im-
plica que se empiecen a poner 
condiciones (medidas fitosani-
tarias) que no pueden cumplir 
los pequeños productores.”—
Entrevista con Romelio Gualán 
presidente de la Coordinadora 
Nacional Campesina Eloy Alfaro, 

2022.

Particularmente, los peque-
ños y medianos productores 
familiares integrados en cade-
nas de valor agroindustriales 
mantienen una situación de 
vulnerabilidad frente a la com-
petitividad de los mercados de 
commodities16. Importaciones 

16 Los commodities son materias primas 
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asociatividad para la producción hay un va-
cío. La Secretaria Ejecutiva de la asociación 
montubia Unión Tierra y Vida relata su ex-
periencia:

“La ley [Economía Popular y Solidaria] es más 
como para cooperativas. No es una ley que 
proteja o apoye a asociaciones. Hay coopera-
tivas de ahorro, transporte, etc. ¿cómo pue-
den poner a asociaciones agrícolas al mismo 
nivel? En las cooperativas tienes accionistas o 
representantes que asisten a las asambleas y 
son parte de una junta directiva. En las asocia-
ciones son las mismas socias y socios quienes 
deben dirigir. Imagínate enviar representantes 
a una asociación campesina que no trabajen la 
tierra y no sepan de agricultura.”—Entrevista 

con Raquel Silva, Unión Tierra y Vida, 2021

Contexto Problemático del Trabajo 
en la AF

e. Trabajo Familiar

El trabajo familiar es un pilar fundamental 
de la AF, aun cuando se suele intercambiar o 
contratar mano de obra adicional en épocas 
de cosecha, por ejemplo. El trabajo familiar 
se compone de actividades productivas y 
reproductivas que suman a la economía fa-
miliar, la cual vive un frágil balance entre la 
resiliencia y la quiebra. Por eso, se emplean 
variadas estrategias para mantenerse a flo-
te; desde actividades como turismo, venta 
de artesanías, trabajo asalariado temporal, 
etc. El carácter del trabajo familiar ayuda a 
explicar ¿cómo es que la economía familiar 
persiste en condiciones sumamente adver-
sas? Ocurre que, para cubrir deudas o man-
tener un nivel de ingresos necesarios para 

También se crearon Sistemas Participativos 
de Garantías (SPGs) en el marco de la eco-
nomía social y solidaria, y de la producción 
agroecológica que se complementan con el 
sistema de circuitos alternativos de comer-
cialización (CIALCOs). En el 2019 existieron 
230 CIALCOS que agrupaban a 6.576 pro-
ductores de la AF (Daza y Singaña, 2020). 
Sin embargo, la gran mayoría de agricultores 
familiares no acceden a estos espacios y se 
encuentran sin más opciones para comer-
cializar a precios justos. Por esto, se pro-
mueve la asociatividad o agremiación19 que 
facilita acceder a diversos programas, pro-
yectos y beneficios de esta cartera de Es-
tado y de otras instituciones públicas y pri-
vadas (MAG, 2017). En el país existen 4.726 
organizaciones de agricultores y agriculto-
ras organizadas y registradas en el MAG, sin 
embargo, no existen datos sobre cuántas 
de estas pertenecen a la AF (Singaña et al., 
2021). Además, esto también conlleva cier-
tos obstáculos para las organizaciones de 
carácter social que se auto identifican de la 
AF y que buscan incidir en debates y espa-
cios políticos para mejorar sus condiciones. 
Esto ocurre porque varias de estas organi-
zaciones cumplen un rol reivindicativo; más 
no mantienen estructuras organizativas en 
línea con los requerimientos estatales de 
estilo empresarial. Adicionalmente, exis-
te más facilidad para asociaciones de co-
mercialización desde los CIALCOS (procesos 
institucionalizados), pero en términos de 

19 La asociatividad se considera organizaciones registra-
das en cualquier dependencia gubernamental, mientras 
que agremiación se refiere a organizaciones que no ne-
cesariamente están registradas. 
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ce de necesidades básicas insatisfechas (NBI) en zonas 
agroindustriales es mayor (SIPAE 2014, Singaña et al., 
2021). Aunque el trabajo familiar no implica una rela-
ción laboral remunerada sino el auto-empleo, ha sido 
fundamental para las economías rurales persistan bajo 
las condiciones adversas. 

Figura 7 - Mano de Obra Familiar Permanente en número de 
personas20

Elaboración: David Singaña (2021)
Fuente: ESPAC (2019) / INEC (2020)

Durante décadas se pronosticó la desaparición de la AF, 
sin embargo, persiste y se reproduce. Para lograrlo, la 
familia se dedica, por un lado, a actividades producti-
vas y participan en relaciones capitalistas de merca-
do como la venta de cultivos comerciales o venta de 
la fuerza de trabajo. Pero también se mantienen rela-
ciones comunitarias no-capitalistas como el truque y 

20 Sumando el subtotal nos damos cuenta que 1 millón y medio de per-
sonas trabajan en la AF. Ahora bien, los datos tienen limitantes. Prime-
ro no toman en cuenta la mano de obra familiar permanente de gente 
que no vive aledaño a su parcela. Segundo, se considera netamente el 
trabajo productivo, excluyendo el trabajo reproductivo. Por lo tanto, en 
estos datos hay una sub-representación femenina, ya que las mujeres 
son quienes usualmente realizan las actividades reproductivas.

la supervivencia, los miembros 
de la familia trabajan más horas, 
con mayor intensidad, venden a 
menor precio para evitar la pér-
dida total y no obtienen exce-
dentes netos.

En cierto sentido, el traba-
jo de la AF ofrece un subsidio 
permanente a la agroindustria 
y el sector de servicios, al pro-
veer materia prima barata ya 
que en la AF se trabaja muchas 
veces a pérdida; mientras los 
grandes ganadores son las em-
presas importadoras de insu-
mos y las cadenas agroalimen-
tarias. La AF también provee 
otro subsidio, ya que su trabajo 
permite que las ciudades estén 
abastecidas de alimentos fres-
cos y baratos. Los sujetos de la 
AF, además, asumieron desde un 
profundo sentido de solidaridad, 
la responsabilidad de abastecer 
de alimentos a las ciudades du-
rante la pandemia COVID-19 ya 
que varias comunidades agríco-
las regalaron su producción. Sin 
embargo, estos subsidios recaen 
en la sobre-explotación obliga-
da de los miembros de la AF. 

Por otro lado, el empleo rural 
vinculado al sector agroindus-
trial no es una salida para redu-
cir la explotación en el campo, 
ya que mantiene altos niveles de 
precarización laboral y el índi-
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las encuestas invisibilizan el trabajo de las 
mujeres como “amas de casa” o “econó-
micamente inactivas”. Esto delimita lo que 
se considera productivo y demuestra que la 
economía capitalista y patriarcal desvalori-
za las actividades de cuidado que general-
mente realizan las mujeres; cuidado de la 
biodiversidad, alimentación, del agua, etc. 
En conclusión, quienes cargan con la sobre 
explotación obligada para que la AF persista 
son las mujeres.  

En los últimos años surgen iniciativas 
como la Estrategia Nacional Agropecua-
ria para Mujeres Rurales (2020-2025) o la 
campaña regional de la FAO “mujeres rura-
les, mujeres con derechos”. Sin embargo, a 
nivel territorial han sido las organizaciones 
sociales quienes reconocen la importancia 
de la mujer en la AF, levantando procesos 
donde se valorizan las tareas del cuidado e 
incluso se plantea que este trabajo sea rea-
lizado tanto por mujeres como por hombres, 
es decir que se redistribuyan los trabajos 
reproductivos de cuidado (Parlamento de 
los Pueblos, 2020). Sin embargo, las mu-
jeres en la AF siguen enfrentándose a las 
condiciones más adversas: menos mujeres 
acceden a trabajo remunerado en la agri-
cultura, menos mujeres controlan la tierra, 
acceden a tecnologías e insumos para la 
producción, ocupan espacios en la vida po-
lítica de las comunidades etc. Además, sin 
una remuneración, no se puede pensar en la 
capacidad de ahorro, lo cual limita el acceso 
a créditos u otros servicios financieros.  

la minka.  De hecho, en tiempos de crisis, 
como lo ha sido la pandemia COVID-19, la 
AF se apoyó en la solidaridad comunitaria e 
intercambios no monetarios para garantizar 
el auto abastecimiento. Adicionalmente, sin 
dejar de problematizar que la sobre-explo-
tación se vuelve necesaria para que la AF 
persista, debemos cuestionar las condicio-
nes estructurales que no permiten su desa-
rrollo y, al mismo tiempo, reconocer que la 
AF es una fuente primordial de ocupación en 
el campo. La figura 7 nos muestra la mano 
de obra familiar permanente por región 21.  

f. Economía del Cuidado y Equidad de 
Género 

Más de un tercio de la población mundial 
corresponde a mujeres rurales y de ellas, 
cerca del 43% son agricultoras (El Comer-
cio, 2018). El trabajo familiar se organiza 
por la división sexual, donde las mujeres 
son quienes realizan la mayor cantidad de 
trabajo reproductivo, no remunerado. En 
Ecuador existen 747.140 mujeres emplea-
das en la producción agropecuaria de las 
cuales el 86,3% no son remuneradas; cer-
ca de 645 mil mujeres (ESPAC, 2019). Más 
aún, las mujeres rurales tienen la carga ho-
raria de trabajo no remunerado más alto 
de 34:33 horas por semana, a comparación 
del promedio nacional para mujeres 31:49 y 
del promedio nacional de los hombres 9:09 
horas (INEC, 2012). Además de todo esto, 

21 Por un lado, la mano de obra familiar permanente pue-
de o no ser remunerada. Por otro lado, son los mismos 
criterios utilizados por el MAG para definir la AF: 1) si la 
persona realiza alguna actividad agropecuaria y 2) si el 
50% de la mano de obra permanente es familiar y 3) si la 
persona vive o no en la finca.
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medios a nivel nacional. El mapa de la Figura 9, en 
cambio, muestra las provincias de la sierra con mayor 
presencia de AF donde el indicador de pobreza mul-
tidimensional alcanza niveles realmente alarmantes. 
También se destaca las provincias de la costa donde 
la AF produce para los encadenamientos agroindus-
triales y de agroexportación, con presencia de ma-
yores niveles de pobreza multidimensional.

Figura 8 - Índices de Pobreza 2019

22 23 24

Elaboración: IEE (2021)
Fuente: INEC (2020)

22 Según el INEC (2020) la pobreza por ingresos es entendida como 
el porcentaje de personas que perciben un ingreso familiar per cápita 
inferior a USD 84,82 (año 2019); mientras que la pobreza extrema por 
ingresos es inferior a USD 47,80 (año 2019)
23 Es un índice que identifica un conjunto de privaciones de derechos 
en los hogares en 4 dimensiones: educación; trabajo y seguridad so-
cial; salud, agua y alimentación; hábitat, vivienda y ambiente sano 
(INEC 2020)
24 Define que una persona es pobre por Necesidades Básicas Insa-
tisfechas (NBI), cuando la persona no puede lograr la satisfacción en 
uno de los siguientes factores: i) calidad de la vivienda, ii) hacina-
miento, iii) acceso a servicios básicos, iv) acceso a educación y v) 
capacidad económica (INEC 2020)

g. Recambio Generacional 

En el campo ecuatoriano existe 
una situación exacerbada de po-
breza, lo cual explica que las nue-
vas generaciones de productores, 
productoras, campesinas y cam-
pesinos no vean posibilidades de 
sostener sus medios de vida y op-
ten por la migración. La AF es un 
sector que se encuentra en crisis 
permanente por la poca capaci-
dad de acumulación para la rein-
versión en su economía. Es común 
ver familias campesinas atrapadas 
en ciclos de endeudamiento dada 
la volatilidad de los precios en el 
mercado, a la intermediación y a 
los préstamos informales. En tér-
minos generales, la historia de 
migración y abandono de la AF ha 
llevado al envejecimiento y femi-
nización del campo. Según Estévez 
(2017) la mayor parte de propie-
tarios agrícolas están sobre los 40 
años.  Cabe mencionar que en lo 
que lleva del 2021, se registraron 
15.654 personas que partieron ha-
cia México para migrar a Estados 
Unidos y no regresaron en parte 
debido a la crisis económica que 
acarrea el país profundizada por la 
pandemia (El Comercio, 2021). 

La Figura 8 nos muestra que en las 
áreas rurales la pobreza por ingre-
sos, pobreza multidimensional y 
pobreza por NBI son mucho ma-
yores en comparación a los pro-
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 Figura 9 - Provincias con mayor pobreza 
multidimensional 2018

Fuente: Singaña et al., 2021
Elaboración: OCARU, 2021

“La situación del sector rural en Chimborazo 
y probablemente en el resto del país, es que 
enfrentamos un proceso de “descampesiniza-
ción”. La tendencia de envejecimiento y femi-
nización rural no se ha modificado y es cada 
vez más notoria la ausencia de población joven 
[…] Hay un retroceso de la agrobiodiversidad 
y sufrimos el deterioro de la calidad de los re-
cursos productivos (aguas, tierras y semillas). 
Esto es resultado del poco valor que se asigna 
a la AF por parte del Estado y de la sociedad 
en su conjunto. Se da prioridad al modelo pri-
mario exportador extractivista, basado en el 
monocultivo y el paquete tecnológico, pero 
ambos son insostenibles.” – Entrevista con 
Roberto Gortaire organización comunitaria 

UTOPIA, 2021. 

Como menciona Roberto Gortaire, la falta 
de prioridad que se le da a la AF lleva a la 
migración y afectan el recambio generacio-
nal. Otros factores que afectan a la juven-
tud rural son las carencias en la educación 
rural, el acceso a recursos productivos y di-
ficultades en los procesos de asociatividad. 
La educación rural tiende a una desvalori-

zación de lo rural, y la lejanía de los cen-
tros educativos, la falta de infraestructura, 
transporte, tecnología, etc. son barreras 
importantes (Contreras, 2015). El Ministe-
rio de Agricultura y Ganadería y el Ministerio 
de Educación están trabajando en unidades 
educativas para reforzar los colegios agro-
pecuarios con la implementación del Bachi-
llerato técnico agropecuario. No obstante, 
existe un vacío en la educación rural formal 
y formación técnica desde los propios co-
nocimientos de la AF; para lograr una trans-
misión de saberes que permita a las nuevas 
generaciones conservar e impulsarla sus 
formas de vida hacia un modelo de bien-
estar y desarrollo. Luego, los jóvenes no 
están accediendo a recursos productivos a 
pesar de que instituciones como BanEcua-
dor ofrecen fondos específicamente para 
la juventud rural (MAG, 2018) y quedan ex-
cluidos de los mercados de arrendamiento 
de tierras porque carecen de una dotación 
mínima de activos para comenzar los culti-
vos.  Finalmente, la falta de asociatividad y 
el debilitamiento de emprendimientos deja 
a los jóvenes endeudados lo que los empu-
jan a la migración (Estévez, 2017).  
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Actividad 2

Tabla de la exigibilidad—¿cuáles son las condiciones actuales en mi territorio? ¿qué necesito 
para transformarlas? Completa la siguiente tabla de la AFC en tu territorio 
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frente ni resuelven las principales brechas 
en el acceso a recursos productivos. Estas 
dos rutas o formas a través de las cuales el 
Estado aduce que interviene a favor de la AF, 
no solo son insuficientes, sino que le permi-
ten al Estado continuar derrochando recur-
sos en las élites agropecuarias del país.

Frente a esto, las organizaciones socia-
les han levantado una serie de propuestas. 
Desde la Mesa Agraria se plantean modi-
ficaciones institucionales, descentraliza-
ción de competencias, creación y ejecu-
ción participativa de políticas a favor de la 
AF con suficiente financiamiento (Minga por 
la Vida, 2020). El CNAFCC-EC en diálogo con 
el Decenio, propone que se otorgue debi-
do presupuesto para la Subsecretaría de 
AF, promover la declaratoria de la AF como 
patrimonio intangible en la Asamblea Na-
cional y fomentar el tema del Sello de la AF, 
entre otras acciones (Pilamunga, 2021). La 
propuesta más destacada que actualmente 
está impulsando el Comité, es la construc-
ción participativa de un Código Orgánico de 
Soberanía Alimentaria, para el cual se están 
realizando recorridos a lo largo del país con 
el propósito de levantar demandas y pro-
puestas desde los territorios.   

“Nuestra propuesta principal como Comité Na-
cional de AF, es que se apruebe el Código Or-
gánico de Soberanía Alimentaria. Ahí hacemos 
constar todas las demandas que se habían 
anticipado y las que puedan existir. Por eso 
estamos haciendo un recorrido nacional. Si 
se logra aprobar sería un paso grande para el 
Comité Nacional y la AFCC en el Ecuador”—En-
trevista con Andrés Pilamunga de la Comisión 

Coordinadora del CNAFCC-EC, 2021.

Conclusiones y otros elementos de 
Debate
En el contexto actual parecería que desde el 
Estado se posibilitan dos rutas para la AF. La 
primera es la ruta donde se asimila a la AF 
desde una posición subordinada a la agroin-
dustria y los mercados de commodities a 
través de encadenamientos. Este modelo 
pone en riesgo la diversidad cultural-te-
rritorial, la diversidad de saberes, formas, 
prácticas, métodos agrícolas ancestrales y 
la agrobiodiversidad; ya que impulsa la ho-
mogeneización de la producción para lograr 
una modernización capitalista del campo. 
Además, rezaga la posibilidad de que la AF 
desarrolle capacidades y autonomías pro-
pias desde sus fortalezas. No obstante, hay 
quienes buscan potencializar a la AF para 
construir sistemas alimentarios solidarios 
y para emprender una transición desde la 
producción convencional hacia prácticas 
alternativas de conservación como la agro-
ecología, permacultura, agroforestería, etc. 
lo cual resulta viable para la AF, porque ya 
combina prácticas ecológicas con agricul-
tura convencional, alternando su produc-
ción para distintos mercados (Daza y Artac-
ker, 2019). 

La segunda ruta establecida desde el Esta-
do atiende a la AF como si conformara una 
minoría en el país, cuando realmente re-
presenta el 85% de UPAs a nivel nacional. 
Desde esta lógica se crean instituciones sin 
el financiamiento necesario como la COPI-
SA o la Subsecretaría de AFC, y programas 
marginales como los CIALCOS, Sello de AFC, 
Súper Mujer Rural, y otros, que no hacen 
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bien, a pesar de que la AF sigue resolviendo 
cotidianamente su reproducción social y cul-
tural, existe la necesidad urgente transformar 
las condiciones adversas que impiden que la 
AF se convierta en un medio de vida idóneo 
para las poblaciones rurales. Para eso es ne-
cesario implementar no solo política diferen-
ciada, sino políticas apropiadas a la diversidad 
de contextos territoriales, con presupuesto 
suficiente y proporcional a la magnitud e im-
portancia que tiene la AF para la soberanía y 
seguridad alimentaria del país.

Finalmente, aprovechando la expectati-
va que está generando el Decenio de la AF, 
planteamos una interrogante: si el Ecuador 
se caracteriza por contar con un marco nor-
mativo aparentemente favorable para la AF 
y la soberanía alimentaria—¿por qué no se 
logran concretar políticas congruentes? El 
Decenio permite renovar cuestionamien-
tos como este y posiblemente potenciar la 
participación de la sociedad civil en la nueva 
pugna por incidir en las políticas que dirigen 
el campo. Esperamos que este documento 
sirva como herramienta para la incidencia, 
y que la información que ofrece la cartilla 
pueda ser utilizada en el ejercicio de exigi-
bilidad frente al Estado para que éste final-
mente garantice condiciones dignas para la 
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